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CERTIORARI 
procedente del Tribunal de 
Primera Instancia, 
Sala Superior de Guayama. 
 
Crim. núm.: 
G MI20190180. 
 
Sobre: 
habeas corpus. 
 

 
Panel integrado por su presidenta, la Jueza Jiménez Velázquez, la Jueza 
Romero García y la Juez Méndez Miró.  
 
Romero García, jueza ponente. 
 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de enero de 2020. 

La parte peticionaria, David Andújar Figueroa (Sr. Andújar), instó el 

presente recurso de certiorari el 28 de enero de 2020. Mediante este, 

solicitó la revocación de una Resolución emitida el 27 de diciembre de 

2019, y notificada el 31 de diciembre de 2019, por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de Guayama. En virtud del referido dictamen, el 

foro recurrido denegó la petición de habeas corpus instada por la parte 

peticionaria.  

Examinada la solicitud de la parte peticionaria y con el beneficio de 

la comparecencia de la parte recurrida, concluimos que no existen motivos 

para ejercer nuestra función revisora, por lo que denegamos la expedición 

del auto de certiorari.  

I  

Distinto al recurso de apelación, el tribunal al que se recurre 

mediante certiorari tiene discreción para atender el asunto planteado, ya 

sea expidiendo el auto o denegándolo.  Véase, Rivera Figueroa v. Joe’s 

European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011); García v. Padró, 165 DPR 324, 

334 (2005). Así, pues, el certiorari es un recurso extraordinario cuya 

característica se asienta en “la discreción encomendada al tribunal revisor 
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para autorizar su expedición y adjudicar sus méritos.”  IG Builders et al. v. 

BBVAPR, 185 DPR 307, 338 (2012). 

La discreción para entender en el recurso de certiorari no se ejerce 

en el vacío. La Regla 40 del Reglamento de este Tribunal establece los 

criterios que debemos considerar al momento de ejercer nuestra facultad 

discrecional; a decir:   

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.     
           
B. Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.           
  
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia.             
  
D. Si el asunto planteado exige consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados.           
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración.         
        
F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.     
  
G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia.  

 
4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40.   

 
Cual reiterado, este Tribunal no habrá de intervenir con el ejercicio 

de la discreción del Tribunal de Primera Instancia, salvo en “un craso abuso 

de discreción o que el tribunal [haya actuado] con prejuicio y parcialidad, o 

que se [haya equivocado] en la interpretación o aplicación de cualquier 

norma procesal o de derecho sustantivo, y que nuestra intervención en esa 

etapa evitará un perjuicio sustancial.”  Lluch v. España Service, 117 DPR 

729, 745 (1986). Lo anterior le impone a este Tribunal la obligación de 

ejercer prudentemente su juicio al intervenir con el discernimiento del foro 

de instancia. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 (2008).     

II 

  Cual citado, este Tribunal no habrá de intervenir con las 

determinaciones del Tribunal de Primera Instancia, salvo que se demuestre 

que el foro recurrido cometió un craso abuso de discreción, que actuó 
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con prejuicio y parcialidad, o que se equivocó en la interpretación o 

aplicación de cualquier norma procesal o de derecho sustantivo, y que 

nuestra intervención en esta etapa evitaría un perjuicio sustancial.    

 En lo que nos compete, es meritorio puntualizar que en el caso de 

autos hubo dos procesos criminales. En específico, el primero comenzó el 

20 de mayo de 2019, con la radicación de cargos por tentativa de asesinato 

(Art. 93A del Código Penal de Puerto Rico) e infracción a la Ley de Armas 

de Puerto Rico (Arts. 5.04 y 5.15 de la Ley de Armas de Puerto Rico). Sin 

embargo, el 23 de septiembre de 2019, el referido proceso criminal fue 

desestimado, de conformidad a lo dispuesto en la Regla 64(n)(3) de 

Procedimiento Criminal, 34 LPRA. Así pues, “la desestimación de una 

causa tiene que entenderse como un evento que da por terminada la acción 

presentada ante los tribunales por el Ministerio Público”. Pueblo v. 

Camacho, 175 DPR 1, 13-14 (2008).  

 A tales efectos, y amparado en la Regla 67 de Procedimiento 

Criminal, ese mismo día - 23 de septiembre de 2019 – el Ministerio Público 

inició un nuevo proceso con la presentación del proyecto de denuncia 

correspondiente para una nueva determinación de causa probable para 

arresto1. Es decir, conforme a la norma reiterada en nuestro ordenamiento 

jurídico, el Ministerio Público presentó una nueva denuncia por delito grave 

y, así, inauguró un proceso penal nuevo y distinto. Recordemos que el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico ha resuelto que, en circunstancias de 

este tipo, de no prestarse una nueva fianza, nace un nuevo término de 

seis (6) meses de encarcelamiento. Velázquez Alejandro v. Supte. 

Bayamón, 183 DPR 711, 713 (2011).     

 Por consiguiente, el derecho constitucional del Sr. Andújar a no estar 

detenido preventivamente por un término mayor de seis (6) meses 

comenzó a transcurrir a partir de la nueva orden de arresto del 23 de 

septiembre de 2019.  

 
1 Véase, Pueblo v. Camacho Delgado, 175 DPR, a la pág. 21. 
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Por tanto, no procede la excarcelación del peticionario, pues este no 

ha estado sumariado por un periodo en exceso de los seis (6) meses o 

ciento ochenta (180) días que establece nuestra Constitución. Así pues, 

nos vemos forzados a concluir que el tribunal primario no abusó de su 

discreción, ni actuó con prejuicio o parcialidad. Al contrario, su 

determinación está fundamentada en el derecho vigente. Sin más 

preámbulos, en el caso de autos, no se justifica nuestra intervención.  

III 

Por las razones antes expuestas, denegamos la expedición del auto 

de certiorari. 

La Juez Méndez Miró disiente y hace constar las siguientes 

expresiones: 

Disiento con respeto. Al día de hoy, el Sr. David Andújar Figueroa 

(señor Andújar) lleva 236 días consecutivos en la cárcel bajo detención 

preventiva. El Estado sostiene que la presentación de acusaciones nuevas 

contra el señor Andújar detonó un nuevo término de detención preventiva. 

Contrario a la posición del Estado, Vázquez Acevedo v. Superintendente, 

Bayamón, 183 DPR 711 (2011), no es vinculante, y Pueblo v. Camacho 

Delgado, 175 DPR 1 (2008), no atendió la relación entre la Regla 67 de 

Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II, R. 67, y la protección 

constitucional contra la detención preventiva en exceso de 180 días. 

Avalar tal posición constituye un endoso a la incapacidad del Estado 

de procesar oportunamente a un imputado dentro de los términos 

constitucionales que controlan el ordenamiento. Esta interpretación tiene el 

efecto de mantener preso a un acusado por tiempo indefinido mientras el 

Estado prepara su caso. 

Hubiera declarado Ha Lugar la solicitud de auxilio, expedido 

el certiorari y revocado la determinación del Tribunal de Primera Instancia, 

Sala Superior de Guayama. 

Notifíquese inmediatamente.  
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Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones.  

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

  

 

 


